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El “Saneamiento del dominio de la pequeña propiedad” (DL 2.695), y 
la protección del derecho de dominio en los bienes inmuebles. 
 
Es sabido que nuestro Código Civil promueve las relaciones jurídico comerciales 
y por sobre todo el Derecho de Propiedad y más aun le otorga protección al  “Derecho 
de Dominio de un bien raíz” por quien lo ha adquirido con un justo titulo y  de buena fe, 
y además, por quien con posterioridad lo ha inscrito en el conservador de bienes raíces 
respectivo, y con ello así, se ha convertido en propietario de su bien raíz adquirido, por 
tanto, “legitimo dueño”, y así, impidiendo con ello la posterior adquisición del bien por 
quien no tiene un justo titulo o bien no tiene la posesión correspondiente; pero no 
obstante esto, existe un caso contemplado por el DL 2.695 en que sí estaría permitida la 
adquisición del dominio por encontrarse en  posesión material del bien raíz por quien o 
tiene un titulo imperfecto, o carece de título, permitiendo con ello la prescripción 
adquisitiva ganada por vía administrativa y así facultando la inscripción del bien con 
posterioridad en el conservador de bienes raíces respectivo; por ello, es factible aclarar sí: 
 
 ¿Es o no una vulneración al derecho, estimar la adquisición del dominio 
por vía de la posesión y posterior prescripción adquisitiva de un bien raíz, por 
sobre la protección al derecho de dominio por quien tiene justo titulo y se 
encuentra de buena fe?, 
 Lo cual nos lleva a plantearnos, sí en nuestro sistema jurídico se consagra un 
mecanismo como herramienta idónea para la adquisición del dominio y posterior 
inscripción:  
 





Es del todo habido que esta excepción contemplada en un Decreto Ley como 
norma especial, fue establecida como medio de saneamiento de la propiedad raíz dictada 
en el año 1979 para dar solución al problema existente de la propiedad de bienes urbanos 
y rurales de aquella época y para ello en el propio D.L. se estableció:  
 
“…1° Que la deficiente constitución del dominio de las pequeñas propiedades 
raíces rurales y urbanas genera problemas de índole socioeconómico de 
crecimiento progresivo, al impedir que gran número de ellas se incorpore 
efectivamente al proceso productivo nacional; 
2° Que por ello se ha creado un sistema que la legislación ha denominado 
"saneamiento del dominio de la pequeña propiedad", que tiene por objeto 
regularizar la situación del poseedor material que carece de títulos o que los 
tiene imperfectos, lo que es previo, en el caso de la pequeña propiedad agrícola, a 
la elaboración de planes de desarrollo y de asistencia técnica o crediticia, así 
como a cualquier reordenamiento destinado a atacar e impedir el minifundio; 
3° Que la legislación vigente sobre la materia no ha permitido dar solución 
eficaz al problema, por lo cual es conveniente modificarla, adecuándola a la 
realidad actual y estableciendo un nuevo procedimiento que dé facultades a la 
autoridad administrativa para ordenar la inscripción de los predios a nombre de 
sus poseedores materiales que reúnan los requisitos establecidos en la ley, y que 
contemple la intervención de la Justicia Ordinaria sólo en los casos de legítima 
oposición o para garantizar los derechos de terceros, y Habiéndose oído además 
al Consejo de Estado sobre esta iniciativa,…” 1 
 
Todo ello para sanear el problema existente a su fecha en cuento a la propiedad, 
sin embargo, hoy en día se encuentra aún vigente y ha permitido con ello facultar a 
poseedores regulares e irregulares, por sobre quien tiene justo titulo, la adquisición del 
dominio con posterioridad del bien raíz, cuestión que ante la protección establecida al 
dominio por nuestro sistema parece cuestionable, por ello, el estudio de este problema 
parece necesario ante los inminentes casos de adquisición del dominio por esta vía, sin 
                                                           
1
 Véase: DL. 2695. Publicado en el diario oficial el 21 de julio de 1979, modificado por la ley 19.930. 
República de Chile.  
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mayores protecciones a quien posee justo titulo en la adquisición del bien inmueble y 
que por  circunstancias ajenas y posteriores se encuentra en la eventualidad de perder su 
dominio por esta vía que faculta a terceros a su posterior adquisición del dominio.   
 
Para ello, el estudio se basará en analizar estas preguntas ante las posibles 
situaciones de nuestro derecho y así poder en base a diferentes perspectivas brindar 




























Capítulo 1  
 
De la protección regulada en el Código Civil al Dominio  
 
 
I. 1.1 Del Dominio en bienes inmuebles:  
 
Nuestro sistema jurídico favorece la circulación de bienes, para ello, se han creado 
diversas instituciones jurídicas para la adquisición y enajenación de estos, siendo una de 
las más importantes la institución de la “compra venta”, que en este caso, tendrá 
relevancia “ la de bienes inmuebles”, donde se requiere además de ciertas solemnidades o 
formalidades para ser completa, no solo de la presencia de título y modo, sino además, 
requiere de una inscripción en el conservador de bienes raíces, para la adquisición del 
dominio en forma legítima. Pero, antes de abordar completamente el tema es necesario 




I. Concepto:  
 
• Dominio: El dominio es un derecho real, es decir el art. 577, 
“es aquel que se ejerce sobre una cosa sin respecto a determinada persona” 2  y 
“Según el art. 582, el dominio (que se llama también propiedad) es el derecho 
real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitrariamente; no 
siendo contra ley o contra derecho ajeno” 3. 
 
Esto corresponde a las definiciones de dominio extraída de nuestro sistema Civil, 
siendo características de este derecho: 
 
                                                           
2 “Código Civil de la República de Chile”. Editorial Jurídica de Chile, Decimoséptima Edición, Santiago, 
Chile, 2006, pág. 162. 
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 a) Es un derecho absoluto, es decir quién es dueño posee todas las facultades o 
atributos posibles del dominio (uso, goce y disposición), sin embargo, habrán casos en 
que estará limitado por ley o por el derecho ajeno.  
b) Es un derecho exclusivo, quien es dueño de la cosa supone que es su único titular, 
pudiendo ser esta muchas personas, teniendo estas que respetar su derecho. Para el 
profesor Peñailillo Arévalo- Daniel, es importante también la llamada facultad de excluir, 
que:  
“…consiste en el poder o prerrogativa que tiene el dueño de impedir a los demás 
el uso o goce o disposición de la cosa de que es propietario…Por cierto, 
comprende intromisiones jurídico materiales, pero es en éstas en donde conviene 
tenerla presente en cuanto terceros puedan vincularse a la cosa ajena, por 
descuido o aun porque pretenden que es admisible por la circunstancia de que no 
la están dañando”.4  
 
Por ello, menciona importantes excepciones a esta facultad tales como:  
-  El derecho de uso inocuo,  
“es el que se tiene en la cosa de otro para obtener un provecho sin causar al 
dueño perjuicio alguno o causándolo en medida insignificante”  5 
 (No lo recoge nuestra legislación). 
 
-  El derecho de acceso forzoso,  
“es aquel que se le reconoce al dueño o administrador de una cosa para entrar, 
transitoriamente, a una propiedad ajena, a ejecutar algún acto relativo a la 
utilización de aquel objeto”6, 
 En nuestra legislación hay resabios al respecto.  
 
-  El principio del mal menor, que menciona: 
                                                           
4
 PEÑAILILLO AREVALO, DANIEL. “Los bienes: la propiedad y otros derechos reales”. Editorial Jurídica de 
Chile, Primera edición, Santiago, Chile, 2006, pág. 129. 
5
 Ibíd. pp. 130.  
6
 Loc. Cit.  
6 
 
“cualquier persona puede aprovecharse de una cosa ajena para salvar una cosa 
o un bien jurídico de mayor valor que el daño que pueda causar ante un peligro 
inminente”7, 
  Esto dos últimos parecen ser relevante en nuestro análisis, ya que en ciertos 
casos estos principios podrán vulnerar el dominio por función de la protección del bien, 
y esto debido a la función social que tiene el concepto de propiedad. 
c) Es un derecho perpetuo, quiere decir que: 
 “no está sujeto a alguna limitación de tiempo, durará cuánto dura la cosa en 
que se ejerce” 8,  
Es decir no se extingue por el no ejercicio del derecho o por el transcurso del 
tiempo, sino más bien como dispone el art. 2517 de nuestro código civil: 
 “toda acción por la cual se reclama un derecho se extingue por la prescripción 
adquisitiva del mismo derecho”9, 
 
 Y conviene mencionar que la única privación será mediante expropiación con su 
respectiva indemnización de perjuicios10.  
 
El dominio como tal tiene incluida la facultad de disposición y enajenación; la 
primera conlleva el uso y goce implícito, y se lleven a cabo por actos jurídicos o 
materiales que realiza el dueño, y la segunda, en un sentido amplio, corresponde a todo 
acto por el cual se transfiera el dominio de una cosa; siendo para el caso de la 
compraventa de bienes inmuebles ambas facultades relevantes, y además, a su vez ambas 
facultades son entendidas como no abusar de la cosa arbitrariamente. Esto es debido, a 
la protección que da nuestra legislación al derecho de dominio, ya que, no solo se 
encuentra protegido su titular por la acción real (acción reivindicatoria de dominio) sino 
también porque nuestra constitución ofrece una serie de medidas para protegerlo, siendo 
una de ellas aquella que se encuentra en el art. 19 n° 24: 
 “La constitución asegura a todas las personas: el derecho de propiedad en sus 
diversas especies sobre toda clase de bienes corporales e incorporales”11,  
                                                           
7
 Loc. Cit.  
8
 ROZAS VIAL, F. Op. Cit. Pág. 76.  
9
 “Código Civil de la República de Chile”. Editorial Jurídica de Chile, Decimoséptima Edición, Santiago, Chile, 
2006, pág. 504. 
10




Es decir, nadie puede ser privado de su derecho, de sus atributos o facultades de 
dominio sino es por una ley general o especial que lo autorice, este punto es fundamental 
para entender que nuestro sistema le da gran valor y protección a la propiedad por quien 
es dueño de la cosa y a cumplido con lo que el propio sistema de adquisición del 
dominio establece.  
 
En este sentido, conviene hacer presente que quien dispone de la cosa y para que se 
produzca la enajenación conforme a derecho, su titular debe ser dueño (es decir tiene el 
derecho o aparenta ser dueño), debe tener capacidad de ejercicio, y debe transferir 
exactamente los derechos que posee. Estos requisitos son fundamentales para dar lugar a 
la transferencia y adquisición del dominio  mediante los distintos modos de adquirir que 
se establecen en nuestro sistema como son: la ocupación, la accesión, la tradición, la 
sucesión por causa de muerte y la prescripción; siendo la tradición (modo de adquirir 
derivativo) y la prescripción (modo de adquirir originario) relevantes en nuestro estudio, 
debido a que la adquisición de bienes inmuebles no siempre se lleva a cabo por tradición 
de la cosa que es la regla general, y por tanto, en nuestro sistema para la protección del 
derecho de dominio se requiere como requisito para adquirir primero de un titulo para 
poder llevarse a cabo y una inscripción en el registro conservatorio respectivo, lo que 





II. Relevancia del “Título y Modo” para la adquisición del dominio: 
 
Nuestro sistema jurídico establece la dualidad de titulo y modo para adquirir como ya 
se mencionó, siendo necesario destacar que operan ambas conjuntamente y se entiende 
que titulo “es todo antecedente jurídico que permite la adquisición del dominio”, y como 
modo de adquirir, en este sentido resultará relevante será la tradición, que se define 
según el art. 670 del código civil como:  
 
                                                                                                                                                                     
11
 “Constitución Política de la República de Chile”, Editorial Jurídica de Chile, Decimotercera Edición, Santiago, 
Chile, 2009, pág. 19.  
8 
 
“es un modo de adquirir el dominio de las cosas y consiste en la entrega que el 
dueño hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e intención de 
transferir y por otra la capacidad e intención de adquirirlo”12, 
 
Se dice que es un modo de adquirir derivativo, ya que, deriva de otro sujeto el 
derecho que se adquiere, siendo siempre de carácter convencional.  
 
Se entiende que la entrega y tradición no implican lo mismo; la entrega implica un 
dar sin transferir el dominio, y la tradición conlleva el dar la cosa más la transferencia del 
dominio, por ello, en el caso de los bienes inmuebles a analizar, es preciso entender la 
tradición como un modo de adquirir el dominio, donde el titulo en el caso será la 
compra venta realizada a través de escritura pública como solemnidad que menciona la 
ley, e inscrito en el conservador de bienes raíces respectivo, como formalidad a cumplir 
para que surjan todos los efectos del dominio, y este acto surja completo y sin vicios 
formales a la vida del derecho, por ello, sin título y modo, el acto jurídico a realizar se 





III. Efectos de la inscripción del dominio en el conservador de 
bienes raíces: 
 
Como se menciona, para que el acto sea jurídicamente vigente (nazca y produzca sus 
efectos), se requiere (en el caso de la institución de la compra venta de bienes 
inmuebles) de ciertas formalidades y solemnidades, que como se han mencionado son 
de la esencia (es decir o no produce sus efectos o degenera en otro diferente si no se 
cumplieran13), y como menciona nuestro sistema civil, la propiedad (plena) debe ser a 
titulo inscrito en los casos de bienes inmuebles, por tanto, sin la correspondiente 
inscripción  no se producen todos los efectos, ya que la formalidad en este caso de la 
inscripción no solo tiene por objeto la publicidad, garantía y prueba, sino además 
                                                           
12
 “Código Civil de la República de Chile”. Óp. Cit. pág. 183.  
13
  Véase art. 1444 del “Código Civil de la República de Chile”.  
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mantener la historia fidedigna del bien raíz y así corroborar el derecho de dominio de él 
o los titulares a quienes corresponda,  
 
“Comentario. La exigencia legal de practicar la inscripción del título 
translaticio para operar la tradición del dominio y de los derechos reales sobre 
inmuebles, excepto el de servidumbre y el de herencia (art. 680 del Código 
Civil), comporta una solemnidad exigida como garantía de orden público y no 
en el solo interés particular; de aquí que el derecho es irrenunciable”.14 
 
Esto resulta ser relevante, debido a que si el dueño del bien inmueble ha efectuado la 
tradición a otro y se ha realizado conforme a lo que dispone la ley, surgen todos los 
efectos para el que adquiere la cosa, y así teniendo dominio pleno puede hacer uso, goce 
o disposición, (o no) de su bien, siendo siempre un derecho que no tiene más 
limitaciones de las que establece la propia ley, cuestión que será muy importante en el 
análisis visto más adelante.  
 
Es importante destacar que el dominio del bien inmueble en el sistema registral 
Chileno requiere que el titulo de dominio sea inscrito en el conservador de bienes raíces 
respectivo de la localidad del inmueble, siendo un requisito para la perfección del acto, 
sin embargo, hay casos en que a pesar de la existencia del título (que a todas luces se ve 
legitimo), las razones que fundamentan ese título no son tan legitimas como aparenta el 
titulo, y se facultará por medio de resolución administrativa a realizar la tradición 
conforme a derecho para adquirir la cosa; esta hipótesis se da en los casos en que debido 
a la posesión continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, dará lugar a otro 
modo de adquirir llamado prescripción adquisitiva del inmueble, facultando a que por 
resolución administrativa pueda adquirirse el dominio del bien inscribiéndose en el 
conservador de bienes raíces y ello servirá como titulo para poder adquirir el dominio 
del inmueble por prescripción adquisitiva que luego será declarada en juicio.  
 
                                                           
14
 RIOSECO ENRIQUEZ, EMILIO. “La posesión inscrita ante la jurisprudencia”. Editorial Jurídica de Chile, 
Primera Edición, Santiago, Chile, 1992, pág. 11.  
10 
 
Estos son los casos que se postulan con la formación del DL. 2.695, que permiten 
que a través de un trámite administrativo el poseedor material del inmueble que lo ha 
tenido por más de 5 años en su poder sea como poseedor regular o irregular pueda 
adquirirlo solicitando a la Dirección de Tierras y Bienes Nacionales que se les declare 
como poseedores regulares para luego adquirir el dominio por prescripción adquisitiva 
declarada en juicio.  
 
Cuestión que aparece relevante en el siguiente caso:  
 
- Sentencia Rol: 1.029-2007, Corte Suprema se expone que:  
 
“una vez efectuada la inscripción de la resolución del servicio que acoge la 
solicitud, el interesado adquiere la calidad de poseedor regular para todos los 
efectos legales aunque existieren inscripciones a favor de otras personas que no 
hubieran sido materialmente canceladas y que, una vez transcurrido un año 
completo de posesión inscrita no interrumpida, el interesado se hará dueño del 
inmueble por prescripción”15,  
Se señala además que conforme al artículo 11 del DL. 2695,  
 
“los terceros tienen un plazo de 30 días hábiles desde la publicación del último 
aviso para deducir oposición en la etapa previa a la dictación de la resolución 
administrativa que acoge la petición de saneamiento”16. 
 
Antes de seguir con el análisis es menester conocer de la posesión.  
 
II. 1.2 De la posesión de Bienes Inmuebles: 
 
I. Concepto:  
 
                                                           
15
 Sentencia Rol 1.029-2007, Corte Suprema, República de Chile, Caratulado: “Gustavina Aguilar Vidal y 
otros, con Sociedad Forestal Tierra Chilena LTDA.” 
16
 Sentencia Rol 1.029-2007, Corte Suprema, República de Chile, Caratulado: “Gustavina Aguilar Vidal y 




• Posesión:  
“Es la tenencia de una cosa determinada con el ánimo de señor o dueño, sea 
que el dueño o el que se da por tal tenga la cosa por sí mismo, o por otra 
persona que la tenga en lugar y a nombre de él (art. 700, inc. 1°)”.17 
 
Por regla general la posesión está unida al derecho de dominio, quien es dueño de la 
cosa por lo general la tiene en su poder, es decir, será su poseedor, pero también existe 
la posibilidad de que pueda estar separada del dominio, y esté siendo poseída por un 
tercero.  
 
Esto tiene mucha importancia en nuestro análisis, ya que, importa mucho para el 
ejercicio de las acciones posesorias y por sobre todo para la prescripción adquisitiva del 
inmueble,  
“que es un modo de adquirir el dominio de las cosas ajenas por haber sido 
poseídas por cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales 
(art. 2492)”18.  
 
La posesión requiere como elementos el Corpus (cosa material) y el ánimus 
(intención de comportarse o actuar como señor o dueño), ambos elementos son 
indispensables para que se configure la posesión, es decir, son requisitos copulativos, 
que si falta uno de ellos no dará lugar a esta. 
 
Para algunos autores19, la posesión es considerada una cuestión de hecho que podrá 
ser jurídicamente relevante con el transcurso del tiempo dando origen a otro modo de 
adquirir el dominio, siendo así irrelevante para quien tiene la posesión del bien inmueble 
en cuestión el titulo de dominio como en el caso que se presenta por la ley 2.695, ya que 
los títulos que justifican la posesión pueden ser otros muy distintos al de la compraventa 
                                                           
17




 Ibíd. pp. 209. 
19
 Como menciona Don CLARO SOLAR, LUIS.  En su libro “Explicaciones de Derecho Civil Chileno y 
Comparado", donde menciona que: “la posesión es el poder de hecho que le corresponde a la propiedad como estado de 
derecho…”. teoría que es seguida por la mayor parte de los autores.  
12 
 
y serán considerados legítimos ante el derecho, lo que justificara que el poseedor sea 
reputado dueño conforme a estos, cuestión que será vista en profundidad más adelante.  
 
Así, además, para surjan los efectos de la posesión, se requiere que la cosa sea 
susceptible del comercio humano, y como algunos autores mencionan se pueden poseer 
cosas corporales e incorporales (como por ejemplo: los créditos), cuestión que no será 
irrelevante para estos efectos, sin embargo, aunque el dominio y la posesión tengan 
ciertas semejanzas como: que se ejercen en cosas determinadas, ambos son exclusivos, y 
además en cuanto a su utilidad y facultades, nuestro sistema da mayor valor e 
importancia al dominio, debido a la normativa de rango constitucional que lo regula, sin 
perjuicio de que existan leyes especiales que puedan privar de los efectos del dominio a 
quien se reputa dueño de la cosa con todas sus facultades por otro que será considerado 
jurídicamente poseedor regular de la cosa, es decir podrá adquirirla conforme a justo 
titulo20 (prescripción adquisitiva por medio de sentencia) y buena fe21 (sentido subjetivo 
actuando como señor o dueño), sin perjuicio de la protección establecida, pero ante esta 
situación es necesario especificar:  
 
II. Tipos de posesión en bienes inmuebles: 
 
En nuestro código se hace referencia a los tipos de posesión que se 
reconocen por nuestro sistema sin definir cada categoría, por lo que se ha dejado 
esta tarea a la doctrina:  
 
La posesión de los bienes inmuebles puede ser:  
 
 
a) Posesión Regular e Irregular: 
 
                                                           
20
 Véase: art. 703 y 704 del “Código Civil de la República de Chile” para mayor especificación, nótese que 
el código le da un tratamiento contrario a lo que es justo titulo, refiriéndose para estos efectos a lo que 
jurídicamente se considera como “no es justo titulo”.  
21
  “BUENA FE”, Nuestro “Código Civil de la República de Chile” lo define en el art.706 como “La 
buena fe es la conciencia de haberse adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos, exentos de 
fraude y de todo otro vicio”.   
13 
 
- Posesión Regular: se encuentra definida en el art. 702 del Código 
Civil (Chileno),  
“se llama posesión regular la que procede de justo titulo y ha sido adquirida de 
buena fe, aunque la buena fe no subsista después de adquirida la posesión. Se 
puede por ser por consiguiente poseedor regular y poseedor de mala fe, como, 
viceversa, el poseedor de buena fe puede ser poseedor irregular”22, 
  
De esto se desprende que sus elementos son el justo titulo, la buena fe y 
la tradición (en caso de ser titulo translaticio de dominio), siendo importantes los 
primeros mencionados.  
 
- Posesión Irregular: se entiende aquella que no proviene de justo 
titulo ni buena fe, es decir carece de uno o más requisitos de la 
posesión regular, pero deben presentarse en ella, la tenencia y el 
ánimo de señor o dueño, sin esto no hay posesión ni por ende 
prescripción.  
 
Esta clasificación de la posesión es relevante considerarla para el análisis, es 
decir, ya podemos armar un marco para el desarrollo de nuestro caso, en sí,  si una 
persona adquiere dominio por titulo de compraventa de bien inmueble con posesión 
regular de él, (pero ante la situación de hecho no ejerce su derecho de uso ni habitación; 
diremos que la tiene en su poder jurídicamente) y luego, un tercero la aprehende es 
decir, ejerce un derecho de uso o habitación originario de un “apoderamiento del 
inmueble”, ¿porqué no considerarla ocupación como tal?.23  
 
La respuesta a ello está debido a que los inmuebles hoy en día si tiene dueño (a 
titulo inscrito), y para que exista ocupación la cosa no debe pertenecer a nadie, (cuestión 
que es requisito de la esencia), pero como ocurre en los hechos, esta situación es muchas 
veces desconocida o simplemente vulnerada para el que se lo apodera, y por ende, su 
aprehensión material del inmueble durante un lapso de tiempo lo faculta a comportarse 
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 ROZAS VIAL, F. Óp. Cit. Pág. 213. 
23
  Véase: art. 606 del Código Civil de la República de Chile.  
14 
 
como si fuera dueño del bien inmueble y así se convierte en poseedor irregular pudiendo 
regularizar su situación y adquirir  el dominio de manera legitima a través del DL. 2695 
facultándose en su caso la prescripción adquisitiva del mismo y así convertirse en dueño 
de la cosa, siendo así, que de una actuación irregular en nuestro sistema se podría 
amparar a aquellos que vulneren la situación del verdadero dueño y por tanto, a adquirir 
el dominio sin mayores complicaciones que las establecidas por la ley especial. 
 
Es menester señalar que cuando el código hace referencia a la posesión y solo habla 
de cómo es adquirida, cuestión que, reflejada al caso anterior hoy resulta relevante, 
puesto que nada menciona de cómo mantener la posesión por el dueño (legitimo) que 
no tiene la aprehensión material de la cosa, situación que ocurre con recurrencia en los 
bienes inmuebles, puesto que como se menciona en el art. 727 de nuestro código civil, 
es imposible conservar el corpus y el ánimus en algunos casos.  
 
b) Posesión Viciosas y No Viciosas:  
 
- Posesión Viciosa: se encuentra en el art. 709 del Código Civil 
Chileno, y pertenecen a esta clase la posesión violenta y la 
clandestina.  
i. Posesión Violenta: “es la que se adquiere por la fuerza”24, sea 
física o moral, actual o inminente, y el código lo ejemplifica 
con los casos señalados en los art. 711 y 712.  
ii. Posesión Clandestina: “es la que se ejerce ocultándola a los que 
tienen derecho para oponerse a ella”25, es decir, se oculta la cosa al 
dueño, resulta interesante lo mencionado por el Profesor 
PEÑAILILLO ARÉVALO, DANIEL. Señala: 
 “…es clandestina aunque sea pública respecto de la generalidad de las 
personas, si se oculta al interesado. 
…Y es temporal; se puede dejar de ser poseedor clandestino cesando la 
clandestinidad, ya que se la define como la que “se ejerce” ocultándola. 
Por lo mismo no es decisiva la actitud al momento de la adquisición; se 
                                                           
24
 Véase: art. 710 del Código Civil de la República de Chile. 
25
 Véase: art. 713 del Código Civil de la República de Chile. 
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puede haber iniciado la posesión sin ocultamiento y transformarse en 
clandestina y viceversa”.26 
 
En doctrina se discute acerca de la posesión viciosa cuando es clandestina en los 
bienes raíces, ya que por autores como Claro Solar, esta es factible solo en bienes 
muebles, ya que es imposible ocultar un terreno en la práctica, sin embargo, la posesión 
violenta es posible sin mayores problemas en bienes inmuebles, pero para el caso en 
cuestión, no resulta relevante esta perspectiva, ya que jurídicamente jamás dará la 
posesión viciosa lugar a la adquisición del dominio según nuestro sistema legal, ya que el 
acto sufre de vicio que no lo hará surgir (inexistencia o nulidad) a la vida del derecho.  
 
c)  Posesión Útiles o Inútiles:  
Se mencionan en cuanto a si son eficaces o no para adquirir por 
prescripción, se dice que serán útiles la posesión regular y la irregular, 
e inútiles la posesión viciosa, es decir, violenta o clandestina.  
 
Para nosotros resultará relevante la posesión regular e irregular que son 
consideradas útiles, ya que por ellas la prescripción adquisitiva es posible, y por 




d) Tranquila y no tranquila:  
 
Como se menciona por Profesor ROZAS VIAL, FERNANDO: “Para 
algunos, posesión tranquila es la que no es violenta ni clandestina. Es decir, para ellos los 
conceptos de posesión no viciosa y tranquila son idénticos.  
Para otros, posesión tranquila es la que no es violenta ni clandestina y sin que el poseedor 
haya sido demandado por el dueño o por otro poseedor”.27 
 
Es importante considerar que la posesión tranquila dará lugar a las acciones posesorias.  
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 PEÑAILILLO AREVALO, DANIEL. Óp. Cit, pág. 360. 
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e) Muebles o Inmuebles:  
 
Esta clasificación atiende al objeto en cuanto se ejerce la posesión.  
 





III. Reglas y efectos de la posesión en inmuebles:  
 
Para seguir avanzando en el desarrollo de nuestro caso, es primordial primero hacer una 
distinción con respecto a los bienes inmuebles, es decir, distinguir entre si el bien está 
inscrito o no en el registro conservatorio, ya que las reglas y efectos dependerá de cada 
caso.  
 
a) Inmuebles no inscritos: 
 
En el caso de los bienes inmuebles no inscritos es menester, distinguir cual es el 
hecho o antecedente que funda la adquisición, los que podrán ser: el simple 
apoderamiento de la cosa, un titulo no translaticio de dominio (la mera tenencia) o un 
titulo translaticio de dominio; el primer de los casos tendrá vital importancia ya que, el 
simple apoderamiento de un inmueble que no tiene dueño o que se desconoce si 
efectivamente pertenece a alguien, hará surgir el apoderamiento sin mayores problemas 
cuando se tiene la intención de tenerlo en su poder y como el bien esta desatendido de 
su dueño si actúa como tal durante un plazo de tiempo lo puede facultar sin mayores 
inconvenientes y adquirir de forma pacífica por la posesión de ese bien el dominio por 
sobre quien efectivamente tiene el derecho de dominio del bien inmueble, pero que, por 
alguna razón lo ha descuidado o simplemente no lo ha tenido en su poder 
(apoderamiento) y efectivamente por un descuido que no le es imputable a esta 
situación, ya que, nadie está obligado a tener que vivir  en todos sus inmuebles, de lo 
contrario nadie podría tener más de 2 viviendas, cuestión que en nuestro sistema de libre 




Sin embargo, hoy en día, todo bien inmueble como mencionamos anteriormente 
pertenece jurídicamente a alguien, sea al fisco o algún particular, por ello, esta 
adquisición de manera pacífica y amparada por el DL 2.695, debe inscribirse de todas 
maneras siempre el inmueble en el registro conservatorio y surge la interrogante ¿Qué 
efectos puede producir esto para el antiguo dueño, o más bien al legitimo primer dueño?  
 
Si bien, el poseedor regular está facultado a hacer el trámite cumpliendo los 
requisitos del decreto ley en el ministerio de bienes raíces nacionales, la vulneración al 
derecho de dominio preexistente es fuertísima, cabe decir que el dominio desde esta 
perspectiva podría ser fácilmente vulnerado y su dueño en ciertos casos percatarse de tal 
situación de manera muy tardía y aunque reaccionara ya su derecho se encontraría 
precluido y solo podría optar a la indemnización que lo ampara la ley, cuestión a mi 
juicio muy discutible.  
 
Continuando, con el análisis es relevante para el estudio la prescripción 
adquisitiva, ya que, en conjunto con la posesión (útil) podrán dar origen a la adquisición 
del dominio como ya se explico. Y se podrá mencionar también que el titulo de dominio 
en estos casos debe inscribirse, será para cumplir con las formalidades y solemnidades 
que establece la ley cuestión que también es cuestionable porque la formalidad que se 
establece en la inscripción conservatoria como prueba y publicidad del registro del 
dominio y lógicamente de quien le pertenece el inmueble no surge efectos en estos casos, 
pudiendo decir que, quien pretende adquirir el dominio del inmueble por la posesión del 
mismo no tiene obligación legal de ir a revisar los registros conservatorios y por ende la 
formalidad que establece la ley queda en solo un medio de prueba y publicidad para 
todos los demás actos menos aquel que confiere el DL. 2695, por ello, este decreto 
ampara una situación que de algún modo protege a quien no ha cumplido con respetar el 
derecho preexistente.  
 
En cuanto a las reglas y efectos de su conservación y pérdida será primordial 
concebir que se mantendrá la posesión mientras no se pierda la misma y se perderá si 
otro la adquiere pero ¿es aplicable esto a los bienes inmuebles? En este sentido el acto de 
apoderamiento debe tener el corpus y el ánimus, o bastara solo del ánimus de gozar y 
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disponer sea de manera positiva o no del dueño del inmueble, es esto lo relevante en este 
caso y que da lugar a situaciones de vulnerabilidad; por ende, se puede llegar a perder la 
posesión por: el descuido que realiza el dueño, por la enajenación del inmueble  a otro 
que debe inscribirla caso amparado por la ley y protegido, y por usurpación del inmueble 
no inscrito, caso en el cual dispone de las acciones posesorias y podrá hacerlas valer 
dentro de un año.  
 
b) Inmuebles Inscritos:  
 
En el caso de los muebles inscritos, ya se complejiza y surge lo que autores en 
doctrina han llamado la “Teoría de la Posesión Inscrita”, por ello, se menciona que la 
adquisición de la posesión en el caso de los inmuebles inscritos dependerá de si se invoca 
un titulo translaticio o no de dominio; en el primer de los casos se discute que si para 
adquirir la posesión tanto regular como irregular es necesaria la inscripción, que desde el 
punto de vista del dueño o del que tiene la cosa en su poder para adquirir y mantener su 
posesión requerirá de la inscripción para asegurar su derecho. 
 
El problema surge en el segundo caso, cuando existe dominio inscrito (y también 
posesión del inmueble) y como se ha mencionado, un tercero por un titulo no 
translaticio de dominio sino originario de dominio (ocupación, accesión, sucesión por 
causa de muerte y prescripción) adquiere el dominio por la posesión regular o irregular 
del bien, por ello, conforme al art. 728 de nuestro código se infiere que se conservará 
mientras subsista la inscripción, por ende solo se pierde con la cancelación de la misma 
según este articulo, no obstante ello, de todas maneras podrían subsistir situaciones de 
vulnerabilidad como las mencionadas anteriormente.  
 
La cancelación (terminación) de la inscripción podrá ser por:  
 
i. Voluntad de las partes que celebraron el acto. 
ii. Una nueva inscripción.  




Esta ultima tendrá una importancia fundamental para el desarrollo de nuestro caso, 
debido a que tendrá lugar en un juicio en que una de las partes quiera obtener que se le 
reconozca la posesión que en la inscripción conservatoria aparecía a nombre de otro y 
con posterioridad el reivindicante (dueño de la cosa) obtiene sentencia a su favor, por 
ende el poseedor fue vencido, con lo cual deberá cancelarse al margen de la inscripción 
efectuada por el poseedor la sub inscripción de la reivindicación del dueño.  
 
Este caso se deberá tener presente, ya que, será necesario analizarlo con mayor 
detalle más adelante; no obstante esto, como ya se menciono, es preciso qué: para que se 
adquiera y mantenga la posesión sea regular o irregular del bien una inscripción y deberá 
en el caso analizado ser a través de una sentencia judicial que lo permita, siendo así, en 
éste caso, deberá estar acogido a las situaciones planteadas por el decreto ley 2.695.  
 
III. 1.3 Tratamiento que le da el Código Civil Chileno al dominio y a la 
posesión 
 
Nuestro Código Civil regula en el libro II titulado “DE LOS BIENES, Y DE SU 
DOMINIO, POSESIÓN, USO Y GOCE”, no obstante, hace un detalle acabado 
artículo por artículo sobre ¿que son los bienes?, ¿qué es el dominio?, ¿qué se entiende 
por posesión?, y sus facultades, entre otras cosas de manera extensiva y exhaustiva;  
cuestión expresada en los artículos mencionados en este trabajo, sin embargo, podemos 
ver que el código pretende ser un catalogo taxativo de silogismos ante los casos prácticos 
que se presenten y que pretende además darle solución a todas las situaciones del ámbito 
civil, y a pesar de ello, al entender  hoy que el derecho es mutable, cambiante con la 
evolución de la sociedad, ciertas regulaciones del Código Civil por su antigüedad no 
aparecen adaptarse del todo a las situaciones de hecho que tienen trascendencia jurídica, 
como es el caso de nuestro DL.2695.  
 
 Hoy por hoy, sin embargo la labor de Don Andrés Bello es una clara obra 
magistral para su época y sienta las bases de nuestra legislación civil, sin embargo, hoy 
enfrentamos la situación planteada por nuestro análisis (el problema del DL.2695) donde 
claramente la posesión establecida por el código en sus artículos 700, 701 y 702, que 
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regulan la posesión, puede llegar a derribar toda protección al dominio establecida en el 
código, cuestión que claramente Don Andrés Bello no pudo prever y que a todas luces 
es contraria con lo propuesto por Nuestro Gran Jurista de antaño. 
 
No obstante, es menester considerar que para él su base fundamental se da en la 
relevancia a los contratos, por ende, el gran valor jurídico que representan y en base a 
ello también se puede comprender el principio de la libre circulación de los bienes, o  
“principio de libre disposición” que plantea conforme al artículo 1810 que:  
“pueden venderse todas las cosas corporales e incorporales, cuya enajenación no 
esté prohibida por ley” 
Siendo así a considerarse un acto de su voluntad y por ello, su especial preocupación por 
el contrato de compraventa definiéndola como: 
 “la compraventa es un contrato en que una de las partes se obliga a dar una 
cosa y la otra a pagarla en dinero. Aquella se dice vender y a esta comprar. El 
dinero que el comprador da por la cosa vendida, se llama precio”28,  
 
Y en materia de sucesión por causa de muerte también regula ésta de manera 
acabada, que se entienden como justos títulos cuando cumplen con todos los requisitos 
considerando para estas situaciones, por ello da una mayor regulación tanto en el libro 
III como IV; y de ello podemos comprender que Don Andrés Bello ponía especial 
relevancia en la circulación de bienes, sin embargo hoy en día esta protección que 
estableció al dominio puede ser vulnerado por la aplicación del DL. 2695, que 
claramente por considerarse norma especial puede primar por sobre la general y vulnerar 
a mi juicio el derecho de dominio haciendo surgir uno nuevo para el poseedor material 
del inmueble declarado como poseedor regular.  
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Del efecto de la posesión inscrita por vía administrativa 
 
Consideraciones: Se funda en la existencia y vigencia del DL.2.695, por cuanto este es 
publicado el 21 de julio de 1979, y acordado el 30 de mayo de 1979 dictarlo en base al 
acuerdo que toma la Junta de Gobierno de la República de Chile, cuestión que no 
pretendo politizar, solo indicar que un decreto ley es aquel dictado en gobierno de facto; 
y no obstante ello, sigue aún vigente y su última modificación fue la Ley N° 19.930; la 
observancia de ello va dirigida a su legitimidad y vigencia al día de hoy, por cuanto, es 
menester que el parlamento revise las normas que aún siguen vigente desde aquella 
situación política relevante en nuestro país. 
 
El efecto más claro en resumen a considerar es la pérdida del dominio, y por ello, 
la generación de un dominio nuevo con todas sus facultades en un nuevo sujeto que 
podrá disponer de el conforme estime su voluntad, procederán las modificaciones en el 
conservador de bienes raíces y con ello se cumplirán todas las formalidades presentes en 
materia de circulación de bienes inmuebles.  
  
 
I. Del DL 2.695, Especificaciones: “Análisis detallado de los principales 
artículos”. 
 
a) El articulo 1 considera poseedores materiales a quienes lo soliciten, por carecer 
de titulo inscrito sobre bienes raíces rurales o urbanos, cuyo avalúo fiscal para el 
pago de impuesto territorial sea inferior a 800 o a 380 Unidades Tributarias 
respectivamente, lo que puede redondearse en cálculos numéricos siendo muy 
benéficos para quien posee esa tenencia material sin un titulo inscrito, que pueda 
ser justo o no es algo que solo deberá acreditar por vía administrativa, lo cual es 




b) Se podrá ejercitar el derecho por quien lo solicita si:  
 
 
A. Está en posesión del inmueble por sí o por otra persona en su nombre, 
menciona además la ley, en forma continua, exclusiva, sin violencia ni 
clandestinidad, durante 5 años a lo menos, y acreditar que no existe juicio 
previo o pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión 
del inmueble.  
 
B. Coloca énfasis en que: “no será obstáculo para el ejercicio de este derecho la 
circunstancia de que existan inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo 
inmueble”29, Cuestión que claramente puede dar a una vulneración del 
derecho de dominio por quien está amparado en un justo titulo. 
 
C. Especifica en el artículo 3 que el solicitante podrá (lo que es claramente u 
termino facultativo que queda en decisión de quien lo solicita) agregar a 
su posesión la de sus antecesores y entiende que deberá existir un titulo 
aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones, cuestión 
que claramente quien quiera adquirir el dominio por vía este decreto 
puede manipular los antecedentes para fundamentar su derecho y al fin y 
al cabo será solo una cuestión de prueba en sede administrativa y no 
judicial.  
 
D. La posesión material se acredita en los términos del artículo 925, del 
Código Civil, lo que a todas luces es utilizar la misma herramienta para 
proteger el dominio a favor del decreto ley para así darle relevancia a la 
posesión por sobre el dominio.  
 
 
E. Se indica en el DL, en su art. 4° que además el solicitante deberá 
(términos imperativos) acompañar de una declaración jurada ante 
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 Véase: DL. 2695.  
23 
 
ministro de fe correspondiente, sobre el origen de su posesión y respecto 
de los antecedentes legales y de hecho de los poseedores. Esto es más 
bien discutible, si bien se presenta una protección estableciendo la 
declaración jurada ¿Qué pasa en el caso de aquel que entrego el bien con 
la promesa de vendérselo para que lo use, este  se va del país y no regresa 
hasta pasado 20 años y nada sabía de su pérdida del bien por DL. 2695? 
O un caso menos de laboratorio, una persona entrega su inmueble a otra 
con el fin de arreglarlo y vivir del, y desaparece por un tiempo se va a 
regiones a trabajar y vivir, a los pocos años quien habita el bien y actúa 
como señor y dueño tramita la posesión regular mediante este DL, pasan 
los plazos y luego de un tiempo adquiere y el verdadero dueño pierde la 
propiedad por quien tenía una apariencia de justo titulo, ¿sería o no una 
vulneración a su derecho? dejo la interrogante para que se estimen las 
conclusiones en el análisis.  
 
F. Se establecen ciertos requisitos como: debe declararse juradamente que 
tampoco tiene existencia un litigio anterior sobre el dominio o posesión 
del inmueble, se aplicara el DL. para todos los inmuebles ubicados en 
territorio de la república, salvo aquellos declarados como territorios 
indígenas, comunidades sujetas al DL 5 del Ministerio de Agricultura y a 
los terrenos de la provincia de la Isla de Pascua.  
 
 
G. No obstante es menester indicar que dispone el artículo 9 una protección 
que no es del todo evidente en la realidad, ya que dispone: 
 
 “El que maliciosamente obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor 
regular de acuerdo con el procedimiento establecido en la presente ley, será 
sancionado con las penas del artículo 473 del Código Penal”.  
 
Se presumirá el dolo cuando el interesado tuviere, en la fecha de 
presentación de su solicitud la calidad de arrendatario o mero tenedor, o 
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haya reconocido dominio ajeno mediante un acto o contrato por escrito”, 
es importante este articulo por cuanto establece sanciones penales que en 
el fondo serán materia de prueba discutir si había dolo o no, y la 
presunción establecida solo será válida si el que reclama el derecho 
vulnerado conoce de la existencia de un contrato de arriendo por escrito 
que pueda otorgar en juicio, cuestión que en la práctica es difícil de 
acreditar pues no todo contrato por escrito está presente en notarias, y 
por cuanto debiera revisar cada una de las notarias existentes para poder 
pedir copia porque no se tiene un sistema en línea registral de ello.  
Y continua la ley que acogido lo señalado el tribunal debe ordenar 
cancelar la inscripción, sin embargo es bueno recordar que tiene solo el 
plazo de 1 año para reclamar y 3 meses desde que toma conocimiento del 
aviso en el diario, cuestión que no siempre el verdadero dueño puede 
tomar conocimiento, pues no es una notificación personal, sino solo una 
publicación en el diario.  
 
H. Del procedimiento menciona: presentada la solicitud se elabora un 
informe jurídico, recibido los antecedentes se oficia al Registro Civil y 
SERVEL, para que dentro de 15 días informen del último domicilio que 
registra la persona que según SII, informa como propietario, luego 
procede a notificar por carta certificada al supuesto propietario, cuestión 
que en la práctica puede fallar ya que el propietario puede haberse 
cambiado de domicilio por diversas situaciones ajenas, y fallado esto se 
da la concurrencia de los requisitos del articulo 2 ya mencionados. 
 
I. Cumplido los trámites el Servicio de Bienes Nacionales deberá 
pronunciarse sobre si acepta o deniega la solicitud, si la aceptara 
corresponderá publicar durante 2 veces en un periódico de mayor 
publicación de la región y también fijar durante 15 días en los lugares 
públicos que estime pertinentes dicha resolución y también por un 
mensaje radial debe de comunicarse, cuestión que, en algunos casos 
puede ser insuficiente, por cuanto si se desconoce de su paradero como 
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podrá determinarse el lugar a fijar los carteles de la resolución o una radio 
que efectivamente escuche el afectado.  
 
J. Luego de lo mencionado tendrá 30 días el afectado para reclamar, si no 
hay reclamo se ordena la inscripción a nombre del solicitante. Cuestión 
que en la practica 30 días es muy poco ante tal vulneración de derecho.  
 
 
K. Luego de estos trámites del procedimiento administrativo se efectúa la 
inscripción del bien raíz en el conservador de bienes raíces respectivo 
dando lugar a la prescripción adquisitiva al cabo de un 1 año de 
inscripción y posesión regular inscrita no interrumpida que en ningún 
caso se suspenderá, cuestión digna de análisis por cuanto se establece que 
la oposición de un tercero se establece el derecho a reclamar en sede 
judicial transcurrido los 30 días de plazo ya señalados, sin embargo, de 
ser rechazada su demanda o acogida su demanda nada interrumpe la 
prescripción, por cuanto puede ser acogida su demanda y darse el 
cumplimiento del plazo para prescribir y solo tendrá derecho a que se le 
compense en dinero su derecho, cuestión claramente cuestionable.  
 
 
II. Análisis del código civil en referencia: “Remedios civiles ante esta 
situación”. 
 
El código civil en esta materia da como remedios ante la oposición del tercero, la 
acción reivindicatoria de dominio: 
 
“…es la que tiene el dueño de una cosa singular, de que no está en posesión, 
para que el poseedor de ella sea condenado a restituírsela (art. 889 del Código 
Civil)”.30  
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 ROZAS VIAL, F. Óp. Cit. pág. 365. 
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Y cuyos requisitos para que proceda son:  
 
a) Quien intente la acción debe ser dueño de la cosa a reivindicar. 
b) Que no tenga la posesión del bien. 
c) Que la cosa sea singular.  
 
Requisitos que en el caso son cumplidos por quien reclama, no obstante debe 
cumplir con los plazos de reclamación establecidos en el DL. 2695, y concurrir con la 
prueba suficiente que acredite que efectivamente es dueño y así controvertir lo señalado 
por quien detenta la inscripción y está ganando el derecho por prescripción adquisitiva.  
 
Otro remedio asociado a la acción anterior para que esta misma pueda proceder 
es la petición del tercero por demanda judicial que se declare la nulidad del acto o 
contrato conforme al Código Civil que indica:  
“La nulidad judicialmente declarada pronunciada en juicio da acción 
reivindicatoria contra terceros poseedores, sin perjuicio de las excepciones 
legales”31,  
 
Y ello conforme al art. 889 dará lugar a la acción de dominio o reivindicatoria 
que en este caso, el tercero opositor de esta solicitud, podrá dejar sin efecto la 
inscripción de la posesión regular, por cuanto, no se cumplieron con los requisitos de 
validez del acto que se indica, o fundamenta el incumplimiento de formalidades que 
menciona el DL, tales como;  existencia de una promesa de compraventa que está 
vigente, en la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, en el 
hecho de no ser el solicitante descendiente o heredero presunto del poseedor anterior. 
  
Todo ello, deberá acreditarlo en juicio en tiempo y forma no obstante, seguir 
corriendo el plazo de prescripción adquisitiva sobre el solicitante.  
 
Otro remedio más escaso podría decirse son las acciones posesorias conforme al 
artículo 772 del Código Civil que menciona:  
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“Las acciones posesorias tienen por objeto conservar o recuperar la posesión de 
bienes raíces, o de derechos reales constituidos en ellos”.32 
 
Es decir, A través de la acción posesoria se podría llegar a recuperar la posesión 
del bien inmueble que se hayan poseído por quien de manera tranquila y de forma 
ininterrumpida en el tiempo y lo haya poseído en el transcurso de un año, esta es la regla 
de procedencia de la acción posesoria que contempla nuestro código, por ello solo 
bastaría el plazo de un año, y si después no continua en la aprehensión material de la 
cosa ¿se entiende igual poseedor por cumplir con los requisitos?, Sí, debido a que le fue 
interrumpida su posesión, cuestión que deberá aclarar por medios de prueba en juicio,   
sin embargo, quien ha sido privado de su derecho en situación de que no se ha dado 
cuenta de que su dominio no es efectivo  por  carecer de justo titulo o un titulo 
imperfecto,  podrá intentar una acción posesoria del inmueble,  pero ello, debe realizarse 
antes de que el nuevo poseedor pueda pedir la solicitud a bienes raíces nacionales, para 
su reconocimiento como poseedor regular,  con todo, ello debe implicar un actuar 
diligente del que dice ser dueño, porque, a pesar de cumplir con todos los requisitos de la 
posesión para poder adquirir por prescripción adquisitiva extraordinaria (10 años) 
conforme al artículo 2510 del Código Civil, por carecer de titulo o tener un titulo 
imperfecto que no ha podido probar o más bien sustanciar en juicio, podría perder ante 
la posesión regular declarada por bienes raíces nacionales.  
 
Para solucionar su situación y reputarse dueño conforme a lo que dispone la ley 
deberá recuperar la posesión del inmueble, por ello podría accionar contra quien está en 
calidad de poseedor material del inmueble por una acción posesoria sea querella de 
restitución solamente o la querella de amparo junto a la de restitución, fundada en un 
mejor o superior derecho del que se encuentra por quien mantiene la aprehensión 
material del inmueble.  
 
                                                           
32
 Nótese: en los casos de las acciones posesorias, deberán fundarse en quien o no posee justo titulo o 
tiene un titulo imperfecto, que podría darse en el caso de que quien dice ser dueño y le es quitada la 
posesión con el tiempo se da cuenta de que su titulo es imperfecto y mediante esta acción puede llegar a 
recuperar su posesión del inmueble para evitar la aplicación práctica del DL.2695. 
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Para ello también se indica como medio alternativo al expuesto, “la acción 
publiciana”, que menciona en su artículo 751 del mismo código: 
 
 “Se concede la misma acción aunque no se pruebe dominio, al que ha perdido 
la posesión regular de la cosa, y se hallaba en el caso de poderla ganar por 
prescripción. 
Pero no valdrá ni contra el verdadero dueño, ni contra el que posea con igual o 
mejor derecho”.  
 
En el caso de que el poseedor regular, es decir, de quien proceda de justo titulo y 
buena fe, podrá utilizar esta acción, sin embargo, es menester considerar en este caso, 
que sí el que solicita la posesión regular vía solicitud en fundamentación del DL.2695, y 
se le concede, es decir inscribe la posesión regular y resulta que quien tiene el titulo 
imperfecto; 
 (Como el caso del que compra un bien raíz a quien no era el verdadero dueño,  
la compraventa como acto es válido pero no podrá inscribirla ante el conservador, y no 
obstante ello, deja pasar el tiempo sin poder regularizar la situación porque no tomo 
conocimiento del hecho, o simplemente no sabía que debía inscribir la compraventa y, 
no obstante ello, hizo aprehensión material del inmueble por considerarse el dueño, y 
luego se va del inmueble por otras circunstancias y se lo deja a un tercero para que lo 
habite sin mantener ningún tipo de contrato solo la buena fe y este tercero pretende 
adquirirlo por la regulación que dispone el DL.2695 y resulta ser que su solicitud para 
declarase poseedor regular es efectiva),  
¿Que pasaría en este caso?, ¿podrá ser la acción publiciana un remedio efectivo?,  
Siendo que en verdad el dueño estuvo en apariencia de ser dueño, por cuanto el 
titulo de la compraventa es válido pero no es dueño, sino adquirió la calidad de poseedor 
regular y estuvo de buena fe, por cuanto efectuó la compraventa que opera como justo 
titulo, y no obstante ello; ¿perderá la calidad de poseedor regular ante la supuesta 
solicitud de inscripción de la calidad de poseedor regular de quien ha tenido el bien 
inmueble en virtud del DL. 2695?, esta duda, es fundamental, porque ante la 
ponderación de derechos de igual valor, ¿que debe primar?, el acto o contrato, en este 
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caso la compraventa que es válida jurídicamente, o el DL.2695 en el ejercicio de iguales 
posesiones.  
 
Esta situación claramente no está regulada por tanto, siendo un caso de 
laboratorio podría darse en la práctica, y por ello merece ser abordado, como un remedio 
ex ante, la situación de la solicitud ante bienes nacionales por quien pretende adquirir la 
calidad de poseedor regular, por ello, estos remedios citados solo podrán ser efectivos si 
se practican de forma diligente en tiempo y forma oportunos.   
 
  El último de los remedios que podemos señalar es más bien procesal, que tiene 
mucha aplicación práctica este es el recurso de nulidad, por cuanto, una vez que ya ha 
sido declarada la posesión regular del bien e inscrito, y en este caso el tercero opositor ha 
tomado conocimiento y a demandado la nulidad del acto o contrato en conjunto a la 
acción reivindicatoria y ambas han sido rechazadas por el tribunal puede recurrir de 
casación en forma y fondo acreditando que no se han cumplido los requisitos el 767 y 
768 del Código de procedimiento civil, no obstante ello, parece ser el único camino para 
este tercero afectado en el ejercicio de su derecho para poder revocar la sentencia que 
acredite la prescripción extintiva de su derecho.  
 
 No obstante estos remedios mencionados, podrá el tercero opositor reclamar en 
demanda la indemnización de perjuicios correspondiente, sin embargo, conforme a lo 
dispuesto en el DL. 2695, en su artículo 28 que menciona que podrán aquellos que no 
ejerzan las acciones de manera oportuna ser compensados en dinero por la pérdida de 
tales derechos en la proporción que corresponda hasta la concurrencia del valor del 
predio, y no habiendo acuerdo de las partes podrá decidirlo el tribunal o cualesquiera de 











Del efecto de primar la posesión por sobre el dominio en bienes 
raíces 
 
 Claramente, como se ha apreciado a lo largo de este trabajo, los efectos de primar 
la posesión regular por vía administrativa por sobre quien se dice ser dueño, es sin duda, 
un aspecto relevante a considerar hoy en día en nuestra legislación, por cuanto ya se ha 
expresado, conlleva a efectos muy importantes, como la pérdida del bien inmueble por 
quien lo adquiere en base a la prescripción adquisitiva, lo cual genera un tremendo 
problema jurídico y social para quien pierde el inmueble, porque claramente quien tiene 
un inmueble en su poder no quiere perder la calidad de dueño, sino es, por un acto de su 
voluntad de querer enajenarlo, por ello, es importante una revisión en esta materia legal, 
y garantizar mas herramientas de defensa para quien tiene un justo titulo anterior a la 
posesión regular otorgada por vía decreto administrativo.  
 
 Los efectos, a la luz de lo expuesto parecen ser claros, el dueño de la cosa si no 
actúa conforme a los plazos establecidos en la práctica de lo que indica el DL.2695, 
como acusan la sentencia ROL: 1.018-2009 de la Corte Suprema donde se expone en su 
considerando Vigésimo Sexto:  
 
“…Se advierte entonces que el legislador, ha regulado de manera especial el 
modo de adquirir el dominio, denominado prescripción adquisitiva, como 
también el modo de extinguir diferentes derechos reales y alzar prohibiciones y 
gravámenes. Ha normado la posesión de la propiedad raíz, estableciendo un 
procedimiento que concluye con una resolución de la autoridad administrativa a 
la cual le otorga el carácter de justo titulo de aquella. La posesión así obtenida 
se la considera regular y, junto al transcurso del plazo que establece, determina 
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que opera la prescripción adquisitiva como la prescripción extintiva de 
determinados derechos reales y personales”.33 
 
Podrá perder su derecho, por cuanto el poseedor regular gana el derecho de 
dominio por prescripción adquisitiva, y contra esto, perderá su derecho y de su posesión 
por prescripción extintiva.  
 
En vista de ello también, podrá sanearse la inscripción del dominio vigente en el 
conservador de bienes raíces respectivo apareciendo como dueño quien ha adquirido el 
inmueble por prescripción adquisitiva, cuestión que teniendo titulo y operando el modo, 
se debe reputar como legitimo dueño a la luz del derecho expuesto, sin embargo, solo 
será así, si las medidas o remedios a favor del tercero opositor como lo menciona la ley 
perdiera las acciones interpuestas en la demanda de su derecho conculcado.  
 
 




El fundamento de la creación de la ley, nos lleva a analizar cuestiones políticas 
sociales relevantes a la fecha de su instauración, cuestión que no indagare más que lo 
concreto e histórico, no obstante ello, su fundamentación más bien parece ser que ante 
la situación expuesta en el país en aquellos años debían regularizarse situaciones jurídicas 
de las propiedades raíces que no estaban regularizadas, conforme a la fecha de 1979, 
claramente el gobierno llámese de facto (y sin querer entrar en discusiones políticas) creó 
esta situación con un claro propósito como menciona en su considerando 3°:  
 
“Que la legislación vigente sobre la materia no ha permitido dar solución eficaz 
al problema, por lo cual es conveniente modificarla, adecuándola a la realidad 
actual y estableciendo un nuevo procedimiento que dé facultades a la autoridad 
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administrativa para ordenar la inscripción de los predios a nombre de sus 
poseedores materiales que reúnan los requisitos establecidos en la ley, y que 
contemple la intervención de la Justicia Ordinaria sólo en los casos de legítima 
oposición o para garantizar los derechos de terceros, y 
Habiéndose oído además al Consejo de Estado sobre esta iniciativa, 
La Junta de Gobierno de la República de Chile ha acordado dictar el 
siguiente.”34 
 
  Por ello, la creación de esta norma subsano las situaciones irregulares presentes 
a la fecha, pero, la gran duda es si realmente era necesario, o más bien porque 
consideraciones políticas-sociales o más bien económicas se creó este DL, que en vista 
de lo expuesto beneficia a quien quisiera vulnerar a quien adquirió el derecho de 
dominio y se ve expuesto a perderlo por quien solicita este trámite administrativo, es 
decir ¿ puede primar esta ley especial, aunque su rango es DL, por sobre el Código Civil 





II. ¿Por qué permitir hoy la posesión por prescripción adquisitiva por sobre el 
derecho de dominio de un bien raíz? 
 
 
Este problema, que se ha venido analizando mediante la exposición de este 
trabajo, nos hace plantearnos la situación actual de la vigencia del DL. 2695, cuestión que 
no obstante ser un Decreto Ley dictado en gobierno de facto donde se cuestiona su 
legitimidad por su trámite legal, aun subsiste en nuestra legislación y más aún en la 
práctica, y ello conlleva a pensar si efectivamente hoy en día es la mejor solución para 
regular una situación que conforme a las reglas del Código Civil podría ser regulada de 
otra manera más acorde con el derecho en sí, cuestión que en esta tesis se ha venido 
desarrollando para el análisis practico y jurídico del derecho.  
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Claramente este punto nos lleva a abordar cuestiones económicas también, 
porque sin duda quien es dueño de una propiedad o inmueble visiblemente tiene 
intenciones económicas detrás, y por ello es relevante, por cuanto la defensa de los 
derechos en este caso parece ser más bien en la práctica escueta como se ha abordado y 
requiere de mayor protección o precisión en su regulación, por cuanto las medidas 
anteriores planteadas en este trabajo como remedios ante el conflicto suscitado, solo son 
efectivas si se actúa con diligencia, cuestión que en la práctica no siempre se da, y no por 
ello,  debiera dejarse sin protección esos casos, si bien es entendible que no se pueden 
colocar plazos tan extensivos, ¿por qué no considerar en vez de la prescripción de un 
año conforme a la inscripción realizada en base a la solicitud ante el Servicio de Bienes 
Nacionales efectuarla en base a una prescripción extraordinaria de 10 años conforme a 
las reglas de la prescripción art. 2510?, para poder argumentar el ejercicio de la acción de 
reclamación de ese derecho, debe necesariamente resolverse este cuestionamiento en 
sede legislativa.  
  
Y por último a considerar, ¿porque seguir otorgándole vigencia mediante la 
modificación por la ley 19.930, si claramente la situación actual no es la misma que hace 
30 o 40 años atrás? Una pregunta que solo podrá enfocarse a lo que responda el 
legislador y el presidente de la época en que fue otorgada la ley.  
  
 Notoriamente, hoy en día, a pesar de que el DL., menciona la sanción a quien 
esta de mala fe, es muy difícil probar el dolo por cuanto este está dentro de la esfera 
interna del sujeto y claramente en aquellas situaciones donde la palabra empeñada vale 
¿que podría hacer quien claramente confió en otro sujeto que claramente está dispuesto a 
quitarle su propiedad de su dominio, sea por medios legítimos o ilegítimos?, 
 
 Si recurrimos a lo expuesto en la legislación y en lo mencionado en este trabajo 
claramente, se puede apreciar que los remedios otorgan una posibilidad de defensa que 
más bien se sustancia en medios de pruebas, y si no hay pruebas suficientemente 
acreditadas como podrá valerse el tercero opositor en un claro sistema de prueba reglada 
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o tazada, donde el valor probatorio se da para ciertos instrumentos en preferencia de 
otros como dispone el artículo 342 del Código de Procedimiento Civil: 
 
“Serán considerados como instrumentos públicos en juicio, siempre que en su 
otorgamiento se hayan cumplido las disposiciones legales que dan este carácter: 
1° Los documentos originales; 
2° Las copias dadas con los requisitos que las leyes prescriban para que hagan 
fe respecto de toda persona, o, a lo menos, respecto de aquella contra quien se 
hacen valer; 
3° Las copias que, obtenidas sin estos requisitos, no sean objetadas como 
inexactas por la parte contraria dentro de los tres días siguientes a aquel en que 
se le dio conocimiento de ellas; 
4° Las copias que, objetadas en el caso del número anterior, sean cotejadas y 
halladas conforme con sus originales o con otras copias que hagan fe respecto de 
la parte contraria; y 
5° Los testimonios que el tribunal mande agregar durante el juicio, autorizados 
por su secretario u otro funcionario competente y sacados de los originales o de 
copias que reúnan las condiciones indicadas en el número anterior. 
6. Los documentos electrónicos suscritos mediante firma electrónica 
avanzada”.35 
 
Cuestión que claramente si el tercero opositor no cuenta con alguno de 
estos medios, ni tampoco los establecidos en el artículo 341, será muy difícil 
probarlo y quedara a las normas de discrecionalidad del juez.  
 
Por tanto la prescripción adquisitiva declarada por sentencia judicial, 
permitirá las posteriores enajenaciones para el nuevo dueño del inmueble, que a 
todas luces ha saneado conforme a los requisitos expuestos en este proyecto de 
análisis. 
 
Así vemos a la luz del desarrollo de este trabajo que un Código Civil tan 
rico en normas y de regulación como el nuestro, que además influencio   otros 
códigos en el mundo, como el de Ecuador, Colombia, Honduras, Nicaragua, 
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 Véase: art. 342 del Código de Procedimiento Civil de la República de Chile.  
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entre otros36; no debiera ser en la práctica vulnerado por esta norma, por 
cuanto debiera ser más bien complementaria a las normas ya vigentes.  
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Referencias al derecho comparado en cuanto a la regulación de la 
propiedad privada 
 
Al avanzar en nuestro estudio es necesario recurrir a la influencia que tiene nuestro 
código civil de otras legislaciones del mundo donde se regula la propiedad privada y sus 
regímenes para la protección del dominio, cuestión que será relevante para entender 
porque funciona nuestro código civil de esta manera y porque es fundamental tomar en 
cuenta estos antecedentes por ello se menciona que: 
 
“La noción de propiedad está en la base misma de toda regulación del hombre 
con la naturaleza y de todo aprovechamiento que haga de los bienes que esta 
ultima le proporciona… La idea de propiedad que tenga efectiva vigencia en 
determinado país refleja mejor que ninguna otra el sistema de relaciones 
interhumanas que en él impera”37 
 
Por cuanto las normas establecidas en un país marcan el marco de regulación 
existente y establecen la protección para los sujetos que participan de los actos jurídicos 
en relación a sus bienes inmuebles.  
 
 
I. Análisis de normas extranjeras y sus semejanzas con las normas del 
derecho privado en Chile. 
 
Con relación a esto, podemos indicar el Código Civil Francés que en sus artículos 
544 y 545 se expresan:  
 
“Art. 544.- La propiedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas del 
modo más absoluto, siempre que no se haga de ellas un uso prohibido por las 
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  NOVOA MONREAL, EDUARDO. “El derecho de propiedad privada”, Editorial del Centro de estudios 
Políticos Latinoamericanos “Simón Bolívar”, Caracas, 1989, pág. 1.  
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leyes o los reglamentos. Art. 545.- Nadie puede ser obligado a ceder su 
propiedad si no es por causa de utilidad pública y mediando una justa y previa 
indemnización”38 
Por ello, se desprende que la regulación francesa es mucho más rigurosa en 
especificar que nadie puede estar obligado a ceder su propiedad sino es por causa de 
utilidad pública, cuestión que, si asimilamos al caso presentado en este proyecto 
podemos concluir que si ocurriera que por vía de la adquisición de la posesión regular 
declarada administrativamente en el fondo se termina cediendo forzadamente un 
derecho o calidad que mediante prescripción termina forzosamente por la ley, cuestión 
que para la legislación francesa es claramente incompatible.  
 
Porque ello implica, si asemejáramos el derecho francés a la luz expuesto la 
implicancia que sí el tercero opositor no logra demostrar el dominio o un mejor derecho 
que él que posee la calidad de poseedor regular declarado e inscrito, terminara cediendo 
en contra de su voluntad su posesión, cuestión que puede ser discutida como se 
menciona anteriormente, en el fondo, se entendería un caso de cesión forzosa pero 
también podría estimarse que efectivamente priman derechos contrapuestos de mismo 
nivel (posesión regular v/s posesión irregular) cuestión que es claramente discutible.  
 
En cuanto a lo planteado por el código español, parece tener una norma muy 
semejante a la anterior citada, no obstante, considera la función social que prevalece en el 
Código Italiano de 1947 (vigente), por ello, se menciona:  
 
“…art. 33:  
1. Se reconoce el derecho de propiedad privada y a la herencia.  
2. La función social de estos derechos delimitara su contenido, de acuerdo con las leyes.  
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos, sino por causa justificada de utilidad pública 
o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto 
por las leyes”.39 
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Conforme ello, podemos mencionar que la protección a la propiedad privada tanto en 
España como en Italia se manifiesta una clara función social, que claramente nuestra 
legislación y en especial la norma básica fundamental como la Constitución recoge en su 
art. 19 n°24, al señalar de manera expresa que: 
 “Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar, 
y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función 
social.” 
 
Por ende, claramente nuestra legislación fue influenciada por esta tendencia a la 
función social de la propiedad que hoy en día pese al estar vigente el DL. 2.695, 
contrasta claramente con la función económica que en este caso se encontraría implícito 
dentro de las relaciones reguladas por el derecho y también consagrado en nuestra 
constitución, por ende ambas funciones políticamente son relevantes y conllevan a los 


















Al desarrollar este trabajo, simplemente podemos concluir que la regulación 
vigente en cuanto al DL.2695, claramente podría dar casos de vulneración del derecho 
de domino, en las circunstancias en que el que pretende adquirir la calidad de poseedor 
regular logre acreditar ante el Servicio de Bienes Nacionales, la solicitud para que se le 
declare poseedor regular del bien inmueble.  
 
  Sin embargo, al desarrollar este trabajo, se puede ver que los remedios presentes 
en nuestra legislación para solucionar el problema son escasos o más bien de una 
aplicación que en la práctica resulta solo ser una cuestión de prueba que será materia de 
criterio de aplicación judicial, y no obstante ello un derecho tan importante como el de 
dominio pudiera ser privado en su ejercicio total a quien se reputaba dueño hasta antes 
de la declaración de poseedor regular que le permite adquirir por prescripción 
adquisitiva, trámite que conforme a los requisitos que exige la ley podrá solicitarlo una 
vez que concurran 5 años de posesión material del inmueble, de forma pacífica y no 
clandestina, siendo de su responsabilidad y cargo cumplir con las actuaciones que un 
dueño diligente efectúa en su propiedad para su cuidado y disposición.  
 
Por cuanto, ante las situaciones desarrolladas, es menester tener extrema 
precaución ante este DL, y su posterior modificación que aun se encuentran vigente y 
traerá todos los efectos descritos durante la elaboración de este trabajo.  
 
Mi postura ante esta problemática, es que efectivamente se revise hoy en día la 
aplicación y la sustanciación de la norma en derecho, por cuanto, el ser una norma 
especial no hay que olvidar que sus fundamentaciones nacen en un gobierno de facto, 
donde claramente no existe legitimación de las bases hacia el poder legislativo, y es por 
esto que requiere de ser revisada hoy en día considerando cuestiones como las 





Además es evidente, que las normas que se indican para regular en estas 
situaciones en el Código Civil para el dominio, resultan ser contrapuestas por las normas 
de la posesión por cuanto quien pierde el dominio podría alegar posesión, pero ello 
implica el ejercicio de una acción posesoria que se contrastara con la posesión regular 
declarada e inscrita en el conservador de bienes raíces por quien pretende ganar por 
prescripción adquisitiva, cuestión que claramente quedara a criterio judicial la 
ponderación de que posesión valdrá mas, por cuanto, que derecho es más efectivo, 
volviéndose todo un tema de ponderación de prueba y criterio del juez, que claramente 
no se condice en todos los tribunales por igual, y esta situación quedara al desamparo o 
más bien dicho, al amparo de cada tribunal.  
 
Otra situación que pretendo llegar a concluir, es que si bien existen normas de 
protección para el derecho de dominio, a mi juicio pueden ser sustentadas en base a la 
acción reivindicatoria y las acciones presentes en este código, siempre y cuando no esté 
presente este decreto ley, porque a mi entender, este DL., que pretende regular 
cuestiones de hecho relevantes para el derecho, no tienen una necesidad practica más 
que para el que pretende sacar provecho de una situación que puede o no resultarle 
demasiado beneficiosa, ante un trámite que perfectamente podría adquirir el dominio por 
prescripción adquisitiva extraordinaria con un plazo de 10 años que sí parece ser 
razonable para la protección del dominio, conforme a las reglas de la prescripción 
presentes en nuestro Código Civil como lo son los artículos 2498, 2508, 2510 y 251140, 
que indican las reglas de esta prescripción en materia de bienes inmuebles donde no se 
pueda probar el dominio por quien alega prescripción.  
 
  Por ello puedo concluir que si bien este decreto ley se funda para regularizar 
situaciones del pasado, hoy en día a mi juicio no se justificaría, por cuanto el dominio 
debe ser protegido, y ello conforme también a las reglas que indica la constitución como 
uno de los derechos fundamentales dignos de protección y tutela en el ejercicio de los 
derechos.  
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 En relación a lo señalado en el último capítulo del análisis propuesto, claramente 
considerar la función social recogida en nuestra constitución estaría en la misma calidad 
que la función económica que se pretende detrás del DL. 2695, pero, aun cuando ambas 
sean relevantes en la práctica más que la función social, a los sujetos que componen las 
relaciones jurídicas les interesa más la función económica que la función social de la 
propiedad, por cuanto para ellos toma mayor valor su derecho y no la protección a los 
intereses sociales que puede estimarse por una vía especial, por cuanto, y como se 
mencionaba al ser el DL un decreto de facto menos relevancia podría tener la función 
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